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			Presentación

			En octubre de 2010 la Escuela de Gobierno y Políticas Públicas realizó el V Seminario de Reforma del Estado en la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP). Posteriormente, en octubre de 2011, se efectuó el VI Seminario. En el primero se trabajaron dos temáticas: la democracia y sus instituciones en debate, y la lucha anticorrupción como política de Estado. En el año 2011 el tema central fue la gestión pública para el buen gobierno. Como todos los años, los resultados de estos eventos fueron publicados gracias al Fondo Editorial PUCP. En esta ocasión publicamos las conferencias del VII Seminario, realizado en octubre de 2012, que giraron en torno al tema de la inclusión social.

			Hace varios años que hablamos de inclusión social conceptualizándola de manera tan diversa y desde tantos sectores que ya parece otra moda, como lo fue la lucha contra la pobreza en la política. Por eso quisimos discutir y analizar este tema en el seminario, desde todos los ámbitos posibles, con el fin de construir una red que partiera de lo conceptual, pero que lo trascendiera. En otras palabras, nuestro objetivo fue examinar las gestiones públicas y privadas que han pretendido o han logrado concretizar ese abstracto que es la inclusión social en el Perú.

			Ahora bien, para definir la inclusión es necesario hablar de sus causas y una de ellas es la exclusión social. En países como el nuestro, donde la pobreza es enorme y los excluidos son muchos, quienes no alcanzan desempeños mínimos en salud y en educación están relegados de muchas más cosas; por eso debemos centrar nuestra atención en estos ejes. Al respecto es preciso recordar que este tema ya fue tratado, en 1996, en un libro que publicó la Organización Internacional del Trabajo (OIT), escrito por los profesores Adolfo Figueroa, Teófilo Altamirano y Denis Sulmont, titulado Exclusión social y desigualdad en el Perú. Dicha investigación se centró en la exclusión social y en la desigualdad en nuestro país equiparando exclusión social con no integración nacional.

			Asimismo, nuestro seminario del año 2007 trató el lado político de la inclusión. Allí pudimos ver, por ejemplo, cómo, en términos electorales, muchos de los votos se concentraban en las capitales de departamento: a pesar de que el derecho a voto era de todos solo salían elegidos los que tenían votos en la ciudad capital. Así lo confirmó la muestra del estudio: esta situación ocurría en Arequipa respecto a las demás provincias del departamento, en Chiclayo frente a las tres provincias del departamento de Lambayeque y en Trujillo en relación con las demás provincias del departamento de La Libertad. Y había sucedido también en Lima, durante muchos años, porque cuando logramos, en el Gobierno de Transición de Valentín Paniagua, restablecer la elección por múltiples distritos electorales, se siguió tratando a la ciudad de Lima como departamento. En consecuencia, dado que su población era tan grande, solo salían sus candidatos. Ninguna de las nueve provincias durante por lo menos seis o siete años tuvo un representante.

			No obstante, este hecho no resulta tan alarmante si lo comparamos con la situación de aquellos que están más excluidos políticamente, por ejemplo, las comunidades nativas de la selva en relación con la ciudad de Iquitos: en el primer caso, se trata de pueblos que no tienen carretera en común, sino ríos, con muchas dificultades de comunicación, contexto que los hace incluso más aislados. Asimismo, cuando sucedió el desastre de Bagua durante el segundo gobierno de Alan García no vimos a ningún parlamentario, y ello porque no hay parlamentarios de la selva que no provengan de las capitales del departamento. Es evidente, entonces, que aquí también estamos hablando de una de las formas de exclusión.

			Respecto al tema de la inclusión, dice Javier Iguíñiz, en un texto que escribió para el Programa de Gobernabilidad y Gerencia Política que publicó el 11 de setiembre de 2011 el diario La República, que «[h]ay hoy en el mundo un gran miedo a institucionalizar lo que favorece a los pobres asalariados, independientes, ciudadanos en general». Esto es bastante cierto y, si no, miremos lo que está viviendo Europa; empero, no podemos copiar ese esquema de desarrollo en la medida en que ese tipo de inclusión nos llevaría a otro problema. Para ilustrar este tema citaré un discurso, que me gustó mucho y que he trabajado en uno de los cursos de la Escuela, del actual presidente de Uruguay, José Mujica, en la cumbre Río+20 del año 2012. Allí el presidente uruguayo se hacía algunas preguntas: «¿Qué le pasaría a este planeta si los hindúes tuvieran la misma proporción de autos por familia que tienen los alemanes? ¿Cuánto oxígeno nos quedaría para poder respirar?». Esa es la prueba de que el modelo europeo no es un modelo de inclusión mundial; más bien es uno que se sustenta en los excluidos. Por tanto, continúa diciendo Mujica, «¿[t]iene el mundo hoy los elementos materiales como para hacer posible que 7 mil u 8 mil millones de personas puedan tener el mismo grado de consumo y de despilfarro que tienen las más opulentas sociedades occidentales?». Finalmente, se pregunta si el hombre gobierna o no la fuerza que ha desatado. Así, el actual presidente uruguayo insistirá en algo que muchos de los enfoques del desarrollo se olvidan: «porque no venimos [sostiene] al planeta para desarrollarnos solamente, así, en general. Venimos al planeta para ser felices. Porque la vida es corta y se nos va. Y ningún bien vale como la vida […]». No obstante, afirma que estamos en una carrera de consumo en la cual por un plus más dejamos muchas de las cosas esenciales de la vida. Por tanto, siguiendo a Mujica, creo que esa no es la lógica que podemos proponer para nuestro país, pues se trata de una lógica productiva que no está muy ligada a nuestras necesidades.

			Pero volviendo a la conceptualización de Iguíñiz, estamos en un mundo que, obviamente, tendrá que mirar de manera mucho más austera y centrada las necesidades fundamentales. Por ello, este autor combina un enfoque de necesidades básicas con uno de relaciones sociales, así como con procesos de inclusión, porque hay fuertes elementos estructurales que excluyen. Entonces, por ejemplo, hay necesidad de enfatizar un proceso en positivo que dé acceso a la salud, a la recuperación de la salud, a la prevención de las enfermedades, pero también hay que parar la máquina, en términos de un sistema educativo que es desigual en calidad y que establece una brecha muy grande. Por tanto, la propuesta conceptual que hace Iguíñiz prioriza las relaciones sociales y habla principalmente de tres inclusiones fundamentales: la familiar, la empresarial y la estatal. Voy a citar el párrafo concerniente a la familia porque me parece muy importante y luego daré unos datos sobre Lima:

			La inclusión en la familia supone un conjunto amplio de relaciones de diverso tipo: afectivas, sexuales, sociales, culturales, pero destacaré las económicas. Entre ellas está la provisión de alimentos, vestido, etcétera, pero también en casos en que no hay trabajo, o se es anciano, o no es posible conseguir una vivienda o un billete para lugares lejanos funciona la familia. Prefiero considerar las relaciones propias del campesinado y del informal microempresario o trabajador independiente como parte de las relaciones familiares, porque generalmente las reglas de la relación laboral son dominadas por criterios familiares. Las obligaciones son mucho más importantes que los derechos en esta esfera. Y los deberes son parte muy importante de las reglas de la relación familiar1.

			Según datos del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) del año 2009, en Lima hay 64 776 personas en extrema pobreza y 1 476 776 en pobreza, y esta última cifra es un poco mayor que la población en conjunto de los departamentos de Huancavelica, Ayacucho y Apurímac. De este total, el 56% de los adultos son trabajadores informales—lo que corresponde al 55% de subempleo—, el 37% de los jóvenes están desempleados y 110 000 niños entre seis y trece años están trabajando en cualquier cosa, a veces en formas disimuladas de mendicidad. Por otro lado, la tasa de asalariados estables disminuyó en el año 2010 en 12,3%. Luego, si hablamos de familias, el 28,9% (casi el 30%), tiene como jefe a la mujer, a la madre sola. De otra parte, 180 de cada 1000 habitantes tienen tuberculosis (TBC) e incluso una TBC resistente a los medicamentos se está acentuando en ciertas partes de la capital. Por tanto, en relación con esta enfermedad, Lima está peor que el resto del Perú y que toda América Latina: estamos peor que Haití. Y la situación se vuelve más crítica incluso si la comparamos con la de épocas pasadas: en la década de 1970 ya no había TBC. Por otro lado, actualmente el 28% de los niños entre 6 y 59 meses tienen anemia; la desnutrición infantil en Lima no ha disminuido en los últimos doce años: la tasa de desnutrición crónica sigue siendo de 8,7% en niños menores de cinco años.

			A pesar de todo esto, muchos de mis colegas congresistas de Lima y provincias piensan que el Perú subsidia a Lima. No obstante, la realidad es otra cuando se observan los datos presupuestales: todo el Estado, el gobierno regional, el gobierno local, gasta S/. 787 al año por habitante en Lima, mientras que en cualquier otra parte del país, tomando toda la población menos la de la capital, se gastan S/. 1632 por habitante. Y peor aún en cuanto a la inversión: en Lima se gasta S/. 242 por habitante; en el resto del Perú, S/. 974. Y esta ciudad produce el 50% del Producto Nacional Bruto (PNB), por lo cual, indudablemente, se puede afirmar que en Lima hay mejores oportunidades, pero no por ello se puede inferir que dichas oportunidades llegan a los más pobres. En otras palabras, aquí, en la capital, hay exclusión; en consecuencia, también hay que prestar atención a Lima y no, como muchas veces se hace, solo a otros lados. Porque tenemos pobreza en la ciudad capital y, por ende, tiene que ser combatida como tiene que ser combatida en Puno, en Apurímac y en Huancavelica.

			Pues bien, en este VII seminario veremos todos estos temas desde muchos ángulos y trataremos de construir una matriz que nos ayude, a todos, a evaluar mejor para que el concepto de inclusión, al igual que el de pobreza, no quede vacío, suene ajeno o genere nuevas frustraciones.

			Henry Pease García

			Director de la Escuela de Gobierno y Políticas Públicas de la PUCP

			
				
					1	Javier Iguíñiz, 2012. «Inclusión/exclusión y desarrollo humano. Una propuesta conceptual». Conferencia inaugural del Programa de Gobernabilidad y Gerencia Política, realizada el ٢ de junio en la PUCP.

				

			

		

	
		
			Palabras preliminares

			La gobernabilidad democrática es uno de los temas más importantes para la PUCP. Por ello tenemos una Escuela de Gobierno y Políticas Públicas que lleva a cabo una serie de actividades de investigación y de difusión, aparte de su labor docente.

			Nos preocupa verdaderamente el Estado peruano, pero nos preocupa aún más que este no responda adecuadamente a los requerimientos que tiene la Nación. Por eso nos preguntamos cómo el Estado, que es el igualador de oportunidades por excelencia, no logra equipararlas en nuestro país, pese a que en los últimos años hemos tenido tasas de crecimiento económico muy elevadas y contamos con abundantes recursos financieros. Sobre este tema, recuerdo que El Comercio publicó un artículo en que se indicaba cuánto habían gastado las universidades públicas que reciben recursos del canon minero, petrolero y gasífero. Pues bien, esta nota revelaba que casi US$ 1800 millones no se habían utilizado. Supuestamente dicho dinero debería invertirse en investigaciones aplicadas al desarrollo, las cuales deberían generar empleo en las regiones y, por ende, incrementar los ingresos tributarios estatales. En consecuencia, hay un tema político que aún no logramos resolver: ¿cómo hacer para que el Estado utilice mejor sus recursos y promueva el desarrollo?

			Pese a ello, el gobierno actual ha enfrentado un problema importante que hay que resolver: la exclusión social en sus diversas manifestaciones. Por ello, la PUCP, siempre alerta para contribuir a resolver los problemas del Perú desde su ámbito, ha organizado el VII Seminario de Reforma del Estado sobre el tema de la inclusión social. Estamos convencidos de que el aparato estatal tiene que funcionar mejor. Al respecto, hay varios enfoques, políticas, modelos de gestión e incluso se ha creado el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS); de hecho pocos países tienen uno. No obstante, en el Perú solemos crear ministerios en función de nuestros problemas: cuando tuvimos dificultades alimentarias se creó el Ministerio de Agricultura y Alimentación. Esta vez esperamos que el nuevo ministerio impulse la inclusión social.

			Recordemos que el actual gobierno prometió encarar este problema —sin duda, estructural— durante su campaña electoral. La inclusión significa incorporar a todos los peruanos en el sistema social, económico y político, y, para ello, crear oportunidades iguales para todos, compensando y haciendo que los que tienen menos participen de la solución de sus propios problemas. En suma, inclusión significa tener un empleo formal y bueno; derecho a un mínimo alimentario, educativo y de salud; reconocimiento de la identidad cultural adecuada; buenos servicios públicos, entre otros derechos.

			En consecuencia, esperamos que durante este seminario se esclarezcan conceptos, se ofrezcan alternativas institucionales y de gestión para promover la inclusión social, pero, sobre todo, que todos sepamos que la reforma del Estado para una serie de temas no solamente depende de la voluntad del gobierno de turno sino también de nuestra acción. Nosotros debemos pedir más del aparato estatal, pero, de igual forma, tenemos que saber qué pedir. Y, justamente, estos seminarios permiten precisar qué se requiere para que dicho aparato funcione mejor.

			No puede ser que un Estado que actualmente tiene tanto dinero no pueda gastar y que cuando lo hace los procesos sean ineficaces; empero, siempre hay la sensación de que faltan recursos fiscales. Sin embargo, existe una paradoja que explica parte de este problema: si bien el Estado cuenta con mucho dinero debido al crecimiento económico, la presión tributaria —producida por la relación entre los impuestos cobrados y el producto bruto— no es suficiente para igualar las oportunidades. La presión tributaria en el Perú, sumando y haciendo grandes esfuerzos, fluctúa entre el 16% y el 17%, mientras que en los países más avanzados de América Latina fluctúa entre el 22% y el 23%, y ni siquiera estamos hablando de Europa, que tiene una presión tributaria cercana al 40%. Solo con niveles mayores de tributación podemos aspirar a resolver los problemas de educación, salud de calidad para todos e inclusión social de los sectores menos favorecidos de nuestra sociedad.

			Ahora bien, una de las cosas que he aprendido de las ciencias políticas y de mi maestro Julio Cotler es que un aparato estatal fuerte es aquel capaz de formalizar a todos y de disciplinar al sector empresarial. Ese es el tipo de sistema que debemos construir: uno capaz de recibir las demandas ciudadanas, traducirlas en proyectos, en servicios, y distribuirlas de la manera más equitativa posible. Y esto último es precisamente lo que no hemos logrado: la reducción de las desigualdades. Si no se gastan todos los recursos, si no se invierte en capacidades humanas, entonces algo falla; en este caso. Y aquí esto ocurre con la gestión, el diseño legal y el diseño institucional.

			En suma, este seminario es importante pues analizaremos los problemas más agudos que tiene la población, la pobreza y la desigualdad, las cuales se traducen en exclusión social. En este contexto, pues, es necesaria la voz de los estudios, del análisis, de las ideas de nuevas políticas y formas de gobernar.

			Ojalá pudiéramos medir cómo avanza la capacidad del Estado para mejorar las condiciones de las personas y desde la PUCP estamos dispuestos a colaborar con quienes lo soliciten para ayudar a resolver estos problemas.

			Efraín Gonzales de Olarte

			Vicerrector Académico de la PUCP

		

	
		
			El problema de la desigualdad en América Latina y el Perú: desafío para las políticas públicas de equidad e inclusión social

			Rosemary Thorp

			En primer lugar quisiera discutir de manera muy breve los temas de desigualdad y exclusión, para luego analizar un asunto que tiene como base buena parte de mi trabajo personal sobre la historia de América Latina y, en particular, del Perú: la preocupación por las raíces profundas de la desigualdad. En tercer lugar, en relación con la actual mejora en la distribución del ingreso en el Perú de la que hablan muchos estudiosos planteo algunas interrogantes: ¿podemos hablar de desarrollo, de progreso, si todavía persisten las «raíces profundas» de la desigualdad?, ¿ha mejorado, entonces, la desigualdad?, ¿qué está pasando? Al respecto, intentaré ofrecer algunas luces. Para concluir, señalaré algunos desafíos para la política pública en el Perú a partir de las lecciones de otros países latinoamericanos.

			¿Por qué hay que preocuparnos por la desigualdad? Si es verdad que con crecimiento se puede disminuir la pobreza y aun mejorar la inclusión social, ¿por qué hay que hablar específicamente de desigualdad? Para mí hay dos puntos fundamentales en el debate: uno atañe a la justicia y otro a la eficiencia. Empecemos con la justicia, que es un punto que me parece fundamental: no se puede pensar en inclusión o en pobreza sin igualdad de derechos, sin tener en cuenta un aspecto básico de los derechos humanos, esto es, la vida digna. Perseguir la inclusión social sin considerar el respeto por los derechos humanos ni su igualdad es una tontería. Y creo que en eso todos nosotros estamos de acuerdo. Por tanto, el crecimiento sin igualdad, el crecimiento con estructuras desiguales, no es bueno ni para aliviar la pobreza ni para conseguir la inclusión. Trae problemas de inestabilidad, de violencia, y eso es algo que vivimos actualmente en el Perú y en todos lados. No obstante, la desigualdad tiene también efectos fuertes en la inversión, con repercusiones en el crecimiento, así como en la ejecución de una política pública coherente. Y allí entra a colación la eficiencia. Según investigaciones del Banco Mundial, si un país cuenta con estructuras más igualitarias, un 1% de crecimiento económico da un 4% de mejoramiento en la pobreza. En cambio, en un país cuyo crecimiento se da sobre la base de estructuras desiguales, este casi no tiene efecto sobre la pobreza. Esta es, pues, la conclusión de dichas investigaciones: el poder de crecimiento para reducir la pobreza depende del grado de desigualdad. Entonces, si queremos combatir pobreza y exclusión es muy importante mirar las estructuras de la desigualdad.

			Pero, ¿de dónde provienen estas estructuras? Para responder esta pregunta es necesario que nos detengamos en sus raíces y, obviamente, empezaremos con la Colonia. Ahora bien, si pensamos en el periodo colonial, creo que es necesario reconocer, en primer lugar, que tenemos experiencias muy diversas en distintos países de América Latina. Y creo que en los países andinos tenemos un modelo, quizá, especialmente nocivo. Debido a la riqueza de minerales, las barreras físicas y la abundancia de la población indígena esta región ha tenido una historia terrible durante la Colonia. Una historia de explotación, de discriminación, de prejuicio, que ha llegado hasta la matanza de poblaciones enteras, sobre todo de sus líderes, para dominar. Una historia horrible, impensable; pero es un hecho que le ha dado forma a estos países. En el Perú su legado ha sido aún más extremo porque tiene sus raíces en la geografía, así como en la sociedad, con la separación de la costa y la sierra, y la marginalización aún más fuerte de la selva. El uso de la discriminación y del prejuicio como parte del modelo de explotación echó raíces muy profundas en toda la sociedad y en sus costumbres desde el comienzo de la Colonia. Con la Independencia, otra vez, una característica muy fuerte y nociva en el caso peruano fue la complementariedad entre el modelo geográfico, el modelo productivo y el modelo social y político. En esta etapa, el Perú se volvió cada vez más un país de la costa, con el poder concentrado en dicha zona. En consecuencia, el desbalance se agravó en las primeras décadas de la Independencia con Lima como capital —no Cusco ni Jauja— y con el guano como el motor de la economía, una actividad totalmente costeña. Si bien la minería estaba localizada en la sierra esta siempre existió en la forma de enclave. Con el paso del tiempo, cada vez se hacía más evidente que el Perú, en términos macro, podía funcionar sin su sierra y sin su selva. Aún más, el modelo político no hacía sino reforzar esa idea: las élites de la sierra se centraron en la costa pues tenían sus casas y, muchas veces, su voz política en dicha zona. Por tanto, la sierra se quedó, en buena cuenta, sin voz, sin derechos, sin posibilidades y, en algún sentido, sin necesidad de ser modernizada. El resultado fue una marginalización total de la sierra y de la selva, la cual es, precisamente, la característica básica del modelo de desarrollo que ha tenido el Perú siglo y medio después de la Independencia. Estas son, pues, las raíces profundas de una desigualdad que afecta todos aspectos de la sociedad, en la medida en que trasciende lo económico y repercute en los ámbitos político y social, reforzándose todo el tiempo. Por tanto, el arraigamiento es muy profundo y afecta valores, costumbres y formas de pensamiento.

			Quisiera contar una anécdota para enfatizar la idea de que estamos hablando de algo muy cualitativo, que tiene muchos aspectos y que está muy enraizado en actitudes. En un trabajo sobre desigualdad que realizó conmigo, Maritza Paredes entrevistó a un mecánico de Lima, un migrante serrano que llegó a la capital en busca de trabajo (Thorp & Paredes, 2011). En dicha entrevista, él contó, con muchísimo orgullo, lo siguiente: un día, algunos de sus paisanos viajaron a Lima para comprar un auto y llegaron al taller donde él trabajaba vestidos con sus trajes de campesinos. Cuando sus colegas mestizos vieron a sus paisanos le dijeron: «¡Ah, tus paisanos! Tú puedes tratar con ellos». Entonces él negoció con ellos y les vendió un auto con una comisión que era el doble de la usual. Cuento esto para demostrar actitudes, la profundidad de la formación de actitudes y la internalización del sistema de discriminación y prejuicio. He encontrado a muchas personas trabajando en pymes, en muchas partes del Perú, personas que han internalizado un sistema que discrimina y que tiene prejuicios y que no quieren ni pedir por sus derechos.

			Con todo, respecto a la profundidad de estas raíces de desigualdad, lo que sale durante estas décadas es que cada vez que hay un esfuerzo progresista, típicamente, los resultados son perversos. Mis ejemplos emblemáticos son la educación y la Reforma Agraria. Una segunda anécdota que quiero contarles, recogida del trabajo de María Elena García (2003), es la de María, una mujer del Cusco que cuando estaba en la escuela sufrió problemas de abuso sexual por parte de su profesor. Como consecuencia de ello, no quería ir más a la escuela, pero como era incapaz de contarles o explicarles a sus padres y hermanos por qué le era imposible ir a ese lugar, fue muy castigada por su familia; no obstante, no volvió más a la institución educativa. Ahora bien, la parte terrible de esta historia, desde mi punto de vista, es que, con el paso de los años, esta señora no ha tenido la voluntad de mandar a sus hijas a la escuela. Y, de otra parte, en términos de la Reforma Agraria, creo que el cuento es muy conocido: la reforma sin un entendimiento profundo de las estructuras agrarias y de la naturaleza del empleo, etcétera, puede tener resultados muy perversos y ha tenido eso, sobre todo en el gobierno de Juan Velasco Alvarado. La formación de las Sociedades Agrícolas de Interés Social (SAIS) creó poblaciones sin raíces, sin empleo y, por consiguiente, con problemas de violencia. De este modo se explica por qué las políticas progresistas pueden llegar a ser parte del problema, en la medida en que hay una falta de entendimiento de las raíces de aquello que se quiere modificar.

			Posteriormente, en la década de 1980, creo que hay dos motores fuertes de desigualdad que se salen un poco del análisis histórico que estamos desarrollando. Vemos, de un lado, una estructura productiva, basada en la minería y empujando cada día más a la desigualdad en términos de oportunidades de empleo, entre otros. Y, del otro lado, tenemos políticas sociales que hay que implementar a través de instituciones que tienen una formación tradicional, del pasado; «el mueble de la casa de arriba», como dice una frase en inglés. Este legado tiende, pues, a deformar las consecuencias de las políticas sociales. Obviamente, hay una estructura de poder detrás de todo esto que influye en la tasa impositiva, entre otras cosas. Por ende, el desafío que tenemos acá es muy grande.

			Y por ello, también, es que me causó tanta sorpresa que se afirme que en los últimos diez años el Perú ha tenido una experiencia de mejora en la desigualdad. De modo que comencé a analizar las razones que explicarían esta situación y mi primera hipótesis fue que se trataba de un problema de metodología de la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho). ¿Por qué? Porque es muy conocido que la Enaho mide principalmente ingreso laboral y que no mira las utilidades. Y, si actualmente el Perú se encuentra en un contexto de bonanza minera, necesariamente habrán más utilidades; por tanto, quizá dicha encuesta esté subestimando la desigualdad. Sin embargo, aunque existen investigaciones muy cuidadosas que muestran que, efectivamente, hay una subestimación de la desigualdad a través de las cifras de Enaho, la tendencia con el tiempo a una mejora es robusta (Escobal & Ponce, 2012).

			Entonces, no se trata de un fenómeno de las estadísticas; algo está pasando. ¿Pero qué está pasando? Al respecto, creo tener dos luces importantes para lo cual me baso en la investigación hecha por Javier Escobal y Carmen Ponce (2012). En primer lugar, si uno observa no el ingreso personal individual sino el de los grupos, encuentra algo distinto. Como economistas, cuando hablamos de la distribución del ingreso, siempre miramos a los individuos, a la llamada distribución vertical (Stewart, 2008). No obstante, hay otra manera de mirar la distribución en términos del ingreso de grupos, es decir, confrontar los ingresos de un grupo con los de otro. De esta forma, si miramos, por ejemplo, a los indígenas frente a los no indígenas, a las mujeres frente a los hombres, a los pobladores de la sierra frente a los de la costa, se ve que la distribución ha empeorado en los últimos diez años. Por ende, todavía tenemos un problema de estructura de desigualdad y eso se ve en términos de etnicidad, región, y sobre todo, en términos de urbano/rural. En otras palabras, la mejora es una mejora polarizada, una mejora de las ciudades, pero no es un fenómeno del sector rural.

			En segundo lugar, la otra luz supone un cambio de perspectiva al momento de analizar la mejora de la distribución en las estadísticas. Seguidamente, es interesante mirar en qué parte la mejora es un fenómeno de los ingresos laborales y en qué parte de los ingresos no laborales. Ya he dicho que la Enaho no considera las utilidades, pero sí considera otras partes muy importantes de los ingresos no laborales: las transferencias y las remesas. Las transferencias, sobre todo, se realizan a través de los programas del Estado. Entonces, el resultado que obtenemos con este cambio de óptica es muy fuerte: gran parte de la mejora ocurre a través de los ingresos no laborales, es un fenómeno de más transferencias, de más ingresos del Estado pero también de remesas (Jaramillo & Saavedra, 2011). Ahora bien, con ello no quiero decir que el hecho de que haya más ingreso no laboral que ingreso laboral sea algo malo, pero esta diferencia en la distribución pone sobre la mesa un problema de sostenibilidad en el largo plazo. Por tanto, para explicar mejor lo que ocurre en el caso peruano lo contrastaré con el brasileño. Brasil también ha tenido una mejora en la distribución del ingreso más o menos del mismo tamaño que la del Perú. No obstante, la gran diferencia en el crecimiento económico de estos dos países es el rol de los ingresos no laborales: mientras que en el Perú este ha significado casi el 100% del crecimiento, en Brasil ha significado el 25%. La diferencia evidentemente es muy grande. Allá, como veremos a continuación, en términos de lecciones de otros países, se observa la importancia del empleo y también de la voz política, así como el rol de los sindicatos (Ferreira de Souza, 2012).

			Esta reflexión desde Brasil nos lleva a los desafíos, que son mi cuarto punto. En el caso de este país hay una voz política en términos del Partido de los Trabajadores que ha sido muy importante. Asimismo, una explosión del empleo productivo que complementa la mejora en la distribución del ingreso. Por consiguiente, se puede tener mucho más confianza con un proceso al estilo brasileño, con un reforzamiento entre empleo e ingreso.

			De otra parte, también he trabajado el caso de Uruguay, un país distinto del Perú, muy pequeño, casi urbano en su totalidad, con formación política y social completamente distinta, y con una historia muy interesante, muy inusual, con una tendencia para la igualdad que no es en ninguna manera la experiencia de ustedes. No obstante estas diferencias, creo que podemos sacar una lección muy importante. Así, en las décadas de 1940, 1950 y 1960, con el segundo periodo del gobierno de José Batlle, ellos implementaron una política fuerte de redistribución de sueldos y salarios reforzando los sindicatos. Empero, aprovecharon la bonanza en precios de producción primarios, en trigo y carne, sin tocar aspectos estructurales. Por tanto, fue una distribución, apoyada en un sector industrial, muy protegida, con muchos subsidios, con empleos, pero sin una base tecnológica, y que, precisamente por eso, falló. Después de un periodo de conflictos terribles, los uruguayos padecieron la dictadura militar-civil, así como mucha represión de sindicatos y del movimiento popular. En suma, lo que quiero decir es lo siguiente: una redistribución que no atienda a estas estructuras económicas y sociales tendrá resultados perversos y no será sostenible.

			Entonces, creo que el Perú tiene un contexto muy difícil, en particular para los empleados públicos, en el cual de ninguna manera es fácil pensar en políticas constructivas para afectar la desigualdad. En mi opinión este nexo entre el esfuerzo productivo y el esfuerzo social para mejorar capacidades es muy complicado. Como hemos visto, la mejora en las estadísticas sale casi totalmente como causada por incrementos en ingresos no laborales. Por tanto, tienen que pelear con todas las dificultades de las pymes, de los microempresarios, para encontrar una ruta que junte la productividad con la igualdad. Hay que llegar hasta los pobres, hasta los marginados, con oportunidades de participación y en cosas productivas. Eso, desde mi perspectiva, es lo más urgente para este país. Existen ejemplos de éxito en el Perú, pero estos casos necesitan de una investigación que precise sus condiciones de superación. Por ello, estudiaré estos casos en una próxima investigación.

		

	
		
			Panel

			Julio Cotler:

			Rosemary Thorp inició la discusión preguntándose por qué nos debe preocupar la desigualdad y se respondió señalando que esto es necesario por razones morales y económicas, por justicia y eficiencia. A estos factores, yo agregaría que las extremas desigualdades, como las existentes en el país, inhiben la integración social, dificultan la creación de lazos que cohesionen la sociedad y, lamentablemente, favorecen la fragmentación, la desconfianza y la hostilidad entre los grupos sociales a la vez que distorsionan el funcionamiento institucional.

			Sin embargo, el crecimiento económico que actualmente experimenta el país ha contribuido a reducir la pobreza y a promover la movilidad social, lo que ha propiciado que las capas populares adquieran conciencia de sus derechos ciudadanos. En este sentido, se puede concluir que el crecimiento económico ha favorecido la democratización social pero, paradójicamente, también ha hecho que se intensifiquen las desigualdades sociales. Es decir, se observa un proceso de toma de conciencia cívica en circunstancias que las disparidades sociales se agudizan.

			Ahora bien, cuando Rosemary Thorp comparó al Perú con Brasil o Uruguay resaltó que en estos dos países los partidos políticos tienen un papel crucial en la mejora de las condiciones sociales. En cambio, esto no sucede en el Perú porque la crisis de representatividad de las organizaciones políticas y de las instituciones en general hace posible que las políticas económicas y sociales sean formuladas y ejecutadas tecnocráticamente en el marco de la economía de mercado —el neoliberalismo—.

			Mientras el empresariado y su entorno respaldan estas políticas que han producido el exitoso crecimiento económico, los sectores populares no tienen cómo expresar y canalizar orgánicamente el descontento que les causan la limitada participación en los beneficios de dicho crecimiento y los deficientes servicios públicos que presta el Estado.

			En suma, la creciente desigualdad se mantiene por el sustento de amplios sectores sociales a la forma como se toman decisiones y a sus resultados económicos y, por otro lado, a la desmovilización social y política de las capas medias y populares; si esto es así, cabe preguntarse por los escenarios que pueden presentarse en caso de que se reduzca el crecimiento de la economía y resurjan dirigentes y movimientos sociales que reivindiquen demandas populares y nacionalistas.

			Sinesio López:

			Un hecho que me sorprende cuando se discute de desigualdad son los resultados de las cifras. Los economistas no se ponen de acuerdo cuando son ellos los llamados a discutir el tema de cómo se llega al coeficiente de Gini. Al respecto, teniendo en cuenta todo lo que se ha producido últimamente sobre el tema de desigualdad, creo que existen dos posturas entre los economistas: por un lado están los optimistas, que dicen que ella ha bajado aproximadamente a 0,4, es decir que el Gini ha bajado significativamente, y por el otro lado, están los pesimistas, quienes sostienen que el Gini continúa en más o menos 0,6. Esto llama la atención porque se esperaría que los resultados no fueran tan distantes. Ahora bien, ¿por qué esta diferencia? Algunos economistas explican que puede deberse a la fuente de información utilizada: los que prefieren elaborar el Gini a través de las encuestas (por ejemplo, a través de la Enaho) y los que apelan y, más que todo, le dan más importancia a las cuentas nacionales; quizá por ahí esté una de las razones. No obstante, otra de las razones de esta diferencia es el enfoque de análisis de la desigualdad: por una parte están los que ven este problema como producto del desempeño individual y, por otra, los que ven a la desigualdad como producto de una relación social. En otras palabras, se trata del clásico debate o, más bien, de la convivencia de dos puntos de vista diferentes: el de Locke y el de Rousseau. El primero colocó la desigualdad como producto del desempeño individual e, indudablemente, hay ciertas corrientes que sostienen que hay pobreza o riqueza por desempeño personal: los ricos son ricos porque trabajan, ahorran, y son pobres los ociosos, los que no trabajan. El segundo, Rousseau, decía que la desigualdad era un problema de relación social. En consecuencia, podemos afirmar que existen distintos enfoques y, quizá, también, métodos y datos que expliquen esta diferencia.

			Continuando con el aspecto económico, hay un dato dado por Rosemary Thorp que me ha sorprendido: que en el caso peruano la mejora en relación con la desigualdad se debe, básicamente, a las fuentes distintas al trabajo. A diferencia de ella —no sé si he leído mal— Escobal, Saavedra y Vakis afirman que, más bien, dicha mejora se debe a ingresos laborales y que los ingresos no laborales son poco significativos. Asimismo, afirman que, en todo caso, los ingresos laborales se distribuyen más bien en los percentiles más altos y que los no laborales se hacen sentir en los percentiles más bajos (2012). Desde luego, volveré a leer este libro y, en todo caso, invito a Rosemary para que discuta ese texto.

			Ahora bien, quisiera continuar la discusión iniciada por Julio Cotler sobre el lado político del tema de la desigualdad. Ya en trabajos anteriores he analizado los factores políticos de este problema, entre los cuales se encuentran la ciudadanía, los movimientos sociales, los partidos políticos y el Estado. No obstante, al aparato estatal hay que estudiarlo desde varias dimensiones: como política fiscal, como política social, como brecha territorial —cuestión importantísima en el caso peruano— y también como régimen político, es decir, en qué medida la democracia ayuda o no ayuda a reducir la desigualdad. Por tanto, trataré de resumir brevemente algunas de las conclusiones acerca de este tema.

			Luego de revisar el censo de 2007, organicé un índice de lo que podría ser la ciudadanía efectiva; no de la ciudadanía normativa —pues desde el punto de vista normativo no hay problema con la ciudadanía, porque todos tienen los mismos derechos y las mismas responsabilidades—. Me interesaba, más bien, el tema de la ciudadanía efectiva, es decir, cuántas personas realmente acceden al derecho que el Estado reconoce. Creo que allí reside el problema: hay una ciudadanía efectiva que obviamente es mucho menor que la normativa. Anteriormente ya había elaborado un mapa de ciudadanía efectiva (López, 1997) y encontré que solamente la tenía el 40% y el resto, un 60%, tenía una ciudadanía más o menos, una ciudadanía a media caña. Y creo que esa dimensión no se ha reducido; todavía no hay mucha ciudadanía efectiva. Pero, si uno cruza los factores de ciudadanía efectiva con ingreso (López, 2005), puede encontrar que a más ciudadanía efectiva, más nivel de ingreso, y a menos ciudadanía efectiva, menos nivel de ingreso. Empero, dentro de la ciudadanía hay un componente que es fundamental, la ciudadanía social, que tira hacia abajo el nivel de ciudadanía efectiva por un lado, pero también el nivel de ingreso. En otras palabras, los derechos sociales tiran hacia abajo el nivel de ingreso, obviamente en algunas zonas más que en otras, sobre todo en la sierra y en la selva más que en la costa. Este punto me parece un elemento central. Y si uno analiza con más detalle —yo no quiero entrar ahora con muchos detalles a este tema, pues ya lo he analizado antes— el vínculo entre ciudadanía social y el ingreso familiar per cápita, la relación es mucho menos significativa que la existente entre ciudadanía efectiva y el nivel de ingreso, por el hecho de que la ciudadanía social echa abajo el nivel de la efectiva y también el de ingreso. Y lo mismo ocurre con el tipo de ciudadano. Al respecto realicé una tipología de ciudadanía (López, 2010), la crucé con nivel de ingreso y encontré, por ejemplo, que aquellos ciudadanos que son más comunitaristas y estatistas tienen mucho menos ingresos que aquellos que tienen un componente liberal. Entonces, la ciudadanía para mí tiene un papel importante en el tema de la desigualdad. Sin embargo, cuando se cruzó ciudadanía efectiva con Gini, allí donde se podía hacer dicho cruce, esto es, a nivel provincial, no se halló ninguna relación.

			Otro aspecto de la desigualdad son los movimientos sociales o más bien los ciclos sociales. Si uno revisa los movimientos de la década de 1950 en adelante, estos han cambiado: en 1950 y 1960 había un movimiento campesino, en 1965 uno obrero, entre 1973 y 1978, aproximadamente, que fueron años muy importantes, se dio el clasismo. Luego, más bien, hubo un declive de todos los movimientos sociales y una desmovilización por las políticas autoritarias y por el terrorismo, y desde 2001 hasta la actualidad ha habido movimientos socioambientales. Yo creo que si uno cruza los movimientos con el PBI per cápita en el largo plazo resultaría que el único movimiento que colocó el ingreso por encima del PBI per cápita fue el clasismo, entre 1973-1978, que tiene que ver con la capacidad de negociación centralizada que tuvo el movimiento obrero en esa época. Y, de hecho, eso más o menos concuerda con todas las experiencias, con todas las investigaciones que se han hecho en ese campo: si hay una centralización negociada por parte de los trabajadores, se puede, de alguna manera, romper esa jaula de hierro que construye el capital en el momento que invierte, es decir, cuando los capitalistas obligan, básicamente, a que los trabajadores se acomoden a sus intereses en la medida en que ellos son los que deciden. Este aspecto de la desigualdad me parece muy importante, pero en los otros casos es difícil establecer algún tipo de relación con el ingreso.

			Otro tema que Julio Cotler ha mencionado son los partidos políticos. Desgraciadamente no hay información suficiente como para trabajar la relación, tan importante, entre partidos y desigualdad, como sí la hay, por ejemplo, en Norteamérica. A mí me da envidia un libro como el de Bartels, de Princeton, que estudia el impacto del Partido Demócrata y del Partido Republicano en el tema de la desigualdad a través de las políticas y de los programas que plantean (2010). La conclusión a la que llega es que cuando triunfa el Partido Demócrata el ingreso de las clases media y baja suben y el ingreso de la clase alta se mantiene o cae. Al revés de lo que pasa con los republicanos: cuando ellos triunfan, el ingreso de las clases media y baja cae y el de la clase alta se dispara; datos que han sido estudiados con mucho detalle no solo por él sino por otros investigadores. Evidentemente aquí no tenemos esos datos. Aquí lo que podemos decir es lo siguiente: que, en un primer caso, un partido como el de Belaunde, que llegó al gobierno con un programa para estimular el trabajo y la distribución, fue bloqueado por una coalición oligárquico-aprista, y que, en el otro caso, Alan García por ejemplo, se hizo un programa totalmente descabellado, pues se siguió gastando cuando ya había crecimiento, sin hacerle caso a Keynes, es decir, sin comprender que la austeridad debe comenzar una vez alcanzado el crecimiento (1971). Otros gobiernos llegaron al poder con programas que buscaban impulsar el empleo, la distribución del ingreso, pero terminaron su régimen con otro programa. Susan Stokes escribió un libro hermoso que se llama Mandates and Democracy en el que señala que hay doce casos en América Latina que llegaron con un programa orientado por el Estado hacia mayor trabajo, mayor distribución, mayor papel estatal y, sin embargo, terminaron gobernado con un programa orientado hacia la eficiencia del mercado (2001). Si bien las explicaciones que la autora da son la racionalidad de la política, estoy más de acuerdo con Julio Cotler cuando afirma de que se trata de un problema de relaciones de fuerza. Que Ollanta Humala se incline por un lado y haya abandonado su plan de gobierno tiene que ver con relaciones de fuerza. 

			Por tanto, mientras tengamos políticas fiscales —Julio Cotler ya lo ha señalado—con una presión tributaria tan baja —Efraín González de Olarte también lo ha dicho— y, al mismo tiempo, mientras esas políticas fiscales se basen en impuestos indirectos, es decir, sean básicamente regresivas, el Estado no tendrá la capacidad para distribuir el ingreso. Todos sabemos cómo ha bajado el gasto social en educación en estos últimos años: del gobierno de Alejandro Toledo al segundo de Alan García este bajó en términos porcentuales del PBI.

			Por otro lado, creo que la brecha territorial también es terrible, y este problema lo arrastramos desde que somos una república: actualmente hay por lo menos un tercio del país donde el Estado no llega, quizá otro tercio donde llega tarde, mal o nunca, y un tercio donde, más o menos, hay Estado. Sobre este punto, elaboré un cruce (López, 2010) de lo que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) denomina densidad del Estado con el ingreso familiar per cápita y encontré una relación: allí donde hay más Estado, hay más ingreso familiar per cápita, y allí donde hay menos Estado, hay menos ingreso familiar per cápita. En otras palabras, el Estado ayuda al desarrollo. En realidad, hay una relación circular: Estado-desarrollo-desarrollo-Estado. Sin embargo, creo que el régimen político no tiene nada que ver con la desigualdad; la democracia generalmente no cambia la desigualdad. La democracia es igualdad política, pero no necesariamente conlleva a una reducción de la desigualdad económica.

		

	
		
			Inclusión social: enfoques y políticas públicas en el Perú

			Javier Iguíñiz

			Respecto a este tema quisiera proponer un enfoque y una agenda de estudio. No se trata de la conclusión final de una investigación de larga data que ha llegado a su momento más definitivo, sino de un análisis que parte de sugerencias, ideas, intuiciones sobre cómo tratar algunas de las políticas públicas en un marco conceptual asociado a lo que se suele llamar inclusión, noción que definiré de una manera particular. El objetivo de mi propuesta, basada, en parte, en Sen (2000), es que la inclusión sea un punto de partida para diseñar algunos aspectos de las políticas públicas. Para ello, sugeriré, en primer lugar, que una manera productiva de entender la inclusión, término que tiene muchos significados, es pensándola como inclusión en relaciones sociales. Por tanto, estar incluido o incluida es participar de alguna, varias —porque siempre estamos en varias a la vez— o muchas relaciones sociales. En términos generales, este enfoque es útil porque incorpora con relativa facilidad la ubicación de las personas en la sociedad, establece los mecanismos de su reproducción y sus cambios, y determina relaciones de causalidad que expliquen el nivel y la calidad de vida, así como los procesos y retrocesos humanos. Sin duda, vivimos porque nos desenvolvemos en sociedad; asimismo, la libertad individual, tan importante y valiosa, ocurre en sociedad. No obstante, a pesar de que hay relaciones positivas, también las hay negativas, pero en este punto me referiré únicamente a las empresariales, estatales y familiares.

			Desde este enfoque una buena política pública sería aquella que contribuya a crear y fortalecer las relaciones sociales en que las personas tengan la oportunidad efectiva de participar en la vida de la sociedad mediante la elección de una gama de relaciones sociales en las que conviven, como a través de su manera de desempeñarse dentro de cada una de ellas. Existen muchos elementos para formular el asunto propuesto, pero no pretendo entrar en los detalles de cada componente, sino exponer una impresión general que me permita atender cosas más específicas. Es evidente que no nos estamos refiriendo al hecho de que alguien «esté bien relacionado», que «tenga buenos contactos», «vara» o alguna variante similar. Volviendo al tema que nos convoca, como señala Lo Vuolo, la cadena de causalidad va de la exclusión social a la pobreza y a la vulnerabilidad (2004). Desde esta perspectiva, la pobreza y el desempleo son los síntomas más evidentes de la dinámica excluyente, pero no la definen. Igualmente, en un informe del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) hay una definición similar, pues se refiere a que la exclusión social priva a la gente de oportunidades de participar en procesos económicos, sociales y cívicos, y limita su habilidad para orientar sus vidas productiva y creativamente, de acuerdo con sus necesidades e intereses. Es importante destacar esto último, porque en estos tiempos se suele decir algo distinto, como, por ejemplo, que la pobreza es principalmente resultado de las características de las personas, de su educación, de su salud, etcétera. Según esta premisa, si una persona no tiene empleo adecuado debe ser porque es inempleable y no porque no haya suficientes puestos de trabajo en el mercado. En otros términos, el problema está en el ofertante de mano de obra y no en el demandante. Sucede algo similar cuando se destaca al funcionario que recibe una coima pero se deja en la penumbra a quien coimeó. Obviamente, el problema es siempre más complejo, pero toda tendencia simplifica y unilateraliza. Por ello, debemos determinar de qué relaciones sociales depende nuestra vida. Para acercarnos al tema que nos atañe podemos añadir la problemática referente a qué relaciones sociales corresponden y tienen que fortalecer las políticas públicas. A pesar de su aparente simplicidad, esta no es una pregunta innecesaria, pues todos tenemos muchas y variadas relaciones sociales, laborales, familiares, estatales, religiosas, deportivas, vecinales, entre otras; y por ello es necesario especificar cuáles son aquellas que más influyen en nuestro desempeño y aquellas sobre las cuales el sector público tiene una responsabilidad especial. Esta vez me referiré, sobre todo, a las relaciones en las cuales el aspecto económico de la subsistencia es especialmente importante.

			Al respecto, es natural considerar en un lugar destacado a las relaciones económicas de tipo empresarial que pueden ser, por ejemplo, asalariadas, cooperativas, familiares, comuneras y otras más. Un buen trabajo es el que le permite al empleado vivir bien dentro y fuera de la empresa; una perspectiva importante de la exclusión social es la referida al desempleo, pero hay muchas otras. Otra relación social fundamental para algunos, especialmente para los pobres, es la que tienen con el Estado. En este punto, las políticas sociales son la manera de relacionarnos con maestros, médicos y otros profesionales del Estado. Pero esta vez deseo llamar la atención sobre una tercera relación social que está siendo materia de debate y que considero que entrará más en discusión en los próximos años: la familia, no como esfera de lo privado, sino como institución que cumple fines públicos, como la reducción de la desigualdad social o la protección social. Este tipo de relación está adquiriendo una connotación política importante. Tenemos, pues, diversas relaciones en competencia, y debemos determinar si somos capaces de ponerlas a cooperar unas con otras. Por otra parte, para establecer las opciones de políticas públicas en juego nos estamos apoyando en una de las propuestas de análisis más citadas en el ámbito internacional: los regímenes de bienestar, de Esping Andersen (1999). Este concepto es la manera combinada e interdependiente que define cómo el bienestar es producido y asignado por el Estado, el mercado y la familia. Es evidente que mi planteamiento está muy emparentado con este enfoque pues muestro una variante que cambia el mercado por la empresa con el fin de que las categorías sean homogéneas, es decir que se refieran a organizaciones en las que las relaciones jerárquicas sean claras e importantes (gráfico 1).

			
				
					Gráfico 1. Inclusiones sociales fundamentales
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					Fuente: Elaboración propia sobre la base de Esping-Andersen (1990).

				

			

			En suma, propongo que para explicar las diferencias en las condiciones de vida de las personas resulta necesario estudiar esas organizaciones más o antes que los mercados. Se entra a los mercados con la potencia que tienen en él, y desde un lugar en, esas relaciones. Cabe destacar que la familia está siendo considerada un agente público importante. Para Irma Arriagada, eminente investigadora chilena, el proceso latinoamericano durante la década de 1980 puede resumirse así —y la tomo como ejemplo de esta preeminencia de la familia, no solo como inquietud intelectual o conceptual sino como parte de un proceso en curso—: «Los principales cambios han sido producto del desplazamiento de la provisión de los recursos institucionales desde el Estado hacia el mercado y principalmente hacia las familias, y dentro de estas hacia las mujeres» (2006, pp. 10-11). Estamos, entonces, en un proceso en el que ciertas políticas públicas están siendo reasignadas como responsabilidad; por tanto, es importante mirar a la familia como relación y como organización social para determinar qué se le puede pedir y qué no. Un aspecto fundamental de ese papel es el redistributivo. En algunos países de Asia la redistribución interna a la familia ha sido considerable; por ejemplo, en un estudio el análisis de los quintiles de las diferentes fuentes de ingreso confirmaron que la relativamente baja desigualdad en Japón, Corea del Sur y Taiwán —es un caso muy conocido en la literatura sobre el desarrollo— se debe a la favorable distribución de los ingresos en los hogares. Ello permite una desigualdad baja con reducida recaudación tributaria.

			Asimismo, podemos referirnos a otros estudios en los que se compara al Reino Unido, por ejemplo, con este tipo de países. En dicho país europeo la política social no termina de compensar la desigualdad propia de las remuneraciones en las empresas, pero, sin embargo, es posible llegar a un bajo nivel de desigualdad sin entrar a una política de aumento de impuestos y de transferencias públicas. En Asia, entonces, la familia es una relación social que redistribuye. En cambio, en Europa, la igualdad es, en gran medida, consecuencia no de la redistribución dentro de la familia sino de las políticas sociales. En Suecia, el coeficiente de Gini a partir del ingreso disponible es de 0,247, es decir, muy bajo. Por su parte, el coeficiente, antes de tomar en cuenta el seguro social, los impuestos y otras transferencias, es de 0,468, casi el doble. El índice de desigualdad en este país refleja que las políticas sociales reducen muchísimo la disparidad que la economía genera a una escala similar a lo que ocurre en América Latina. Por tanto, el problema de la desigualdad, al comparar a los países nórdicos con América Latina, parece que no subyace en que las economías sean muy distintas; la diferencia está en que las políticas sociales son muy distintas. Mientras que en Europa se reduce enormemente esa desigualdad, en América Latina prácticamente esto no ocurre. El gasto social en promedio de la Unión Europea reduce el coeficiente de Gini en 19 puntos, mientras que en América Latina y en El Caribe lo hace solo en 2 puntos. En América Latina, la política social no es significativamente redistributiva y esto lo sabemos por la importancia del gasto social en ciudades, en hospitales y en todo aquello que atiende a las partes media y alta en nuestras sociedades. Las políticas públicas, en este caso distributivas, tienen que diseñarse estableciendo en dónde recae el peso de esta tarea, y bien puede ser en el Estado. Ya el Acuerdo Nacional estableció que la presión tributaria en el Perú no debería ser menor que el 18% del Producto Interior Bruto (PIB). De ese modo se acercaba a una política en la que el Estado se constituía como un actor distributivo, pero dicha cifra aún está por debajo del promedio latinoamericano. Como ya señalamos, la recaudación no garantiza que se gastará de manera progresiva y redistributiva; aun así estamos por debajo de esa cifra, la cual ni siquiera es alta.

			Podemos ver, entonces, que en América Latina y en el Perú el Estado no está dotado de recursos tributarios significativos para implementar, si lo quisiera, una política social redistributiva. Este asunto podría recaer en las familias; así, su capacidad de ahorro y redistribución en el Perú, específicamente el ahorro familiar y la distribución de los gastos entre los miembros de la familia, son temáticas que siguen abiertas. Ciertamente, no estamos en la situación de China o India, países en los que el ahorro familiar es el 30% del PIB. En nuestro contexto, la política social redistributiva podría recaer en las empresas, pero existe demasiada informalidad, ya que muchas de ellas no contribuyen a la seguridad social. En consecuencia, la responsabilidad recae sobre las que sí lo hacen, pero no son suficientes para asumir semejante carga.

			La pregunta que surge, en consecuencia, es si la informalidad es en sí misma una respuesta, un sustituto de la política social. Al respecto, el gráfico 2 corresponde a la Tasa de Actividad Emprendedora (TAE) en el mundo, que indica cuántos microempresarios o emprendedores hay en los países en proporción a la población adulta. Lo que encontramos es algo ya sabido, pero no muy conocido, y es que el Perú está en la parte izquierda del gráfico hacia arriba, en una ubicación que no corresponde a un país emergente de ingreso medio, esto es, con Ghana, Zambia, Angola. Como se puede apreciar, Bolivia nos supera, pero estamos cerca de Ecuador; Colombia está un poco más abajo, y así sucesivamente.

			¿Qué quiere decir esto? Una de las conclusiones es que la cantidad de emprendedores en un país no es indicador de progreso ni de desarrollo; es un indicador de pobreza, de retraso. Sin embargo, no solemos ver así este asunto porque preferimos destacar los casos individuales y exitosos. Por ejemplo, los peruanos registran tres veces y media más probabilidades de empezar su propia empresa que los norteamericanos, y así podríamos comparar distintos aspectos. Pero el problema no es la cantidad de emprendedores sino la productividad. Se sabe que las microempresas en Francia tienen una productividad que corresponde al 71% de las grandes empresas; en Italia es del 42%; en España, de 46%; en Alemania, de 67%; en Perú, de 6%; en Chile, de 3% (debido a la minería); en Brasil, de 10%; en México, de 16%, etcétera (gráfico 3).

			
				
					Gráfico 3. Productividad relativa de los distintos agentes respecto 
de las grandes empresas (en porcentajes)
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					a En el cuadro se cuantifica el porcentaje de la productividad de cada tipo de empresa respecto de su contraparte de mayor tamaño. Los datos de productividad y la clasificación del tamaño de las empresas abarcan solo al sector tonnal de la economía y se basan en la información difundida por las instituciones de fomento de cada país (véase Ferraro y Stumpo, 2009).

					Fuente: CEPAL (2010, p. 102).
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